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I. Doctrina del Tribunal:

Aunque la titularidad de bienes inmuebles no arrendados exterioriza la existencia de
una renta potencial –que no ficticia–, que permite someterla a imposición en el Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas, es evidente que la renta imputada necesaria-
mente debe ser la misma ante bienes inmuebles idénticos (misma superficie, situación,
valor catastral y valor de mercado), careciendo de una justificación razonable la utiliza-
ción de un diferente criterio para la cuantificación de los rendimientos frente a iguales
manifestaciones de capacidad económica. Fundamentar en el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas la diferente imputación de renta a cada titular de bienes inmue-
bles no arrendados en la circunstancia de que se haya o no producido un acto dispositi-
vo por parte del titular o actuaciones administrativas dirigidas a su valoración, vulnera
el principio de igualdad tributaria previsto en el art. 31.1 CE, razón por la cual, se de-
clara inconstitucional el párrafo primero del art. 34 b) de la Ley 18/1991 en su versión
original, en cuanto al inciso que remite «al valor por el que se hallen computados o de-
berían, en su caso, computarse, a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio», por vulne-
ración del principio de igualdad en la contribución a las cargas públicas conforme a la
capacidad económica de cada cual, recogido en el art. 31.1 CE.

II. Antecedentes jurisprudenciales:

Principio de igualdad artículo 14 CE: SSTC 148/1986, 134/1996, 46/2000, 181/2000, de 29 de ju-
nio, FFJJ 10 y 11, 190/2001, de 1 de octubre, FJ 3, 119/2002, de 20 de mayo, FJ 4, 76/1990, de 26
de abril, FJ 9; 214/1994, de 14 de julio, FJ 8; 46/1999, de 22 de marzo, FJ 2; 200/2001, de 4 de oc-
tubre, FJ 4 a); 39/2002, de 14 de febrero, FJ 4; 96/2002, de 25 de abril, FJ 7; 152/2003, de 17 de ju-
lio, FJ 5 c); 193/2004, de 4 de noviembre, FJ 3; 255/2004, de 23 de diciembre, FJ 4; 10/2005, de 20
de enero, FJ 5; 57/2005, de 14 de marzo, FJ 3; 54/2006, de 27 de febrero, FJ 6. Art. 31.1 CE: SSTC
27/1981, de 20 de julio, FJ 4; 19/1987, de 17 de febrero, FJ 3; 209/1988, de 10 de noviembre, FJ 6;
45/1989, de 20 de febrero, FJ 4; 221/1992, de 11 de diciembre, FJ 4; 54/1993, de 15 de febrero, FJ
1; 214/1994, de 14 de julio, FJ 5; 134/1996, de 22 de julio, FJ 6; 46/2000, de 17 de febrero, FJ 4;
255/2004, de 23 de diciembre, FJ 4; 10/2005, de 20 de enero, FJ 5; 57/2005, de 14 de marzo, FJ 3;
33/2006, de 13 de febrero, FJ 3; 54/2006, de 27 de febrero, FJ 7, 193/2004, de 4 de noviembre, FJ 3;
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57/2005, de 14 de marzo, FJ 3; 33/2006, de 13 de febrero, FJ 3; 54/2006, de 27 de febrero, FJ 6; y
AATC 381/2005, de 25 de octubre, FJ 3; y 382/2005, de 25 de octubre, FJ 3). Principio de capacidad
económica: SSTC 37/1987, de 26 de marzo, FJ 13221/1992, de 11 de diciembre, FJ 4; 194/2000, de
19 de julio, FJ 9; y 193/2004, de 4 de noviembre, FJ 5. 

La regla de la normalidad de los casos como criterio de apreciación constitucional de las SSTC
73/1996, de 30 de abril, FJ 5; 289/2000, de 30 de noviembre, FJ 6; y 47/2001, de 15 de febrero, F J 6. 

Disposiciones normativas de los territorios históricos: STC 255/2004, de 22 de diciembre 
En las cuestiones de inconstitucionalidad subsiste el objeto del proceso pese a la derogación o

modificación de la norma cuestionada cuando ésta, tras su derogación o modificación, resulta apli-
cable en el proceso a quo y de su validez depende la decisión a adoptar en el mismo: SSTC 63/2003,
de 27 de marzo, FJ 2; 125/2003, de 19 de junio, FJ 2; 202/2003, de 17 de noviembre, FJ 1; 37/2004,
de 11 de marzo, FJ 1; 255/2004, de 22 de diciembre, FJ 2; 102/2005, de 18 de abril, FJ 2; y
121/2005, de 10 de mayo, FJ 3). 

III. Supuesto de hecho:

La cuestión de inconstitucionalidad resuelta por el Tribunal se origina a raíz de la
presentación por parte de una contribuyente de su declaración-liquidación individual en
concepto de Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En dicha declaración la
contribuyente determinó sus rendimientos del capital inmobiliario aplicando el 2 por
100 al valor catastral del inmueble urbano de su propiedad que era su vivienda habi-
tual. Dicha declaración fue rectificada por la Administración de Tributos Directos de la
Diputación Foral de Vizcaya que, como consecuencia de la aplicación del el art. 34 b) de
la Norma Foral de la Diputación Foral de Vizcaya 7/1991, de 27 de noviembre, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, dictó una liquidación provisional. Formu-
lada reclamación económico-administrativa contra dicha liquidación, ésta fue desesti-
mada por lo que la contribuyente interpuso recurso contencioso-administrativo ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. 

La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia del País Vasco, después de escuchar las alegaciones presentadas por las
partes, decidió promover cuestión de inconstitucionalidad respecto del art. 34 b) de la
Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en su
redacción original, en el extremo que establece que tendrá la consideración de rendi-
mientos íntegros del capital inmobiliario «en el supuesto de los restantes inmuebles ur-
banos [es decir, los no arrendados o subarrendados], excluido el suelo no edificado, la
cantidad que resulte de aplicar el 2 por ciento al valor por el que se hallen computados o
deberían, en su caso, computarse a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio», en la me-
dida en que pudiera resultar contrario a los arts. 14 y/o 31 CE. 

Fundamenta la Sala sus dudas, en esencia, en que la norma de cuya constitucionali-
dad se duda establece una «ficción» de obtención de renta del capital inmobiliario que in-
curre en una discriminación irrazonable al imputar un rendimiento distinto a los dife-
rentes sujetos pasivos que ostentan la titularidad de viviendas iguales o de característi-
cas muy similares, en función de la adquisición más o menos reciente de aquéllas.

IV. Tipo de procedimiento:

La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia del País Vasco planteó una cuestión de inconstitucionalidad sobre el pá-
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rrafo primero del art. 34 b) de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Ren-
ta de las Personas Físicas, por posible vulneración de los arts. 14 y 31.1 de la Constitu-
ción española.

V. Fundamentos jurídicos:

Con carácter previo al estudio del fondo de la cuestión de inconstitucionalidad plan-
teada, el Tribunal Constitucional procede al examen de algunas de las objeciones for-
muladas tanto por el Abogado del Estado como por el Fiscal general del Estado. 

En concreto, el Abogado del Estado alega que, dado que el párrafo primero del art. 34
b) de la Ley 18/1991 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas cuestionado se
remite para la valoración de los bienes inmuebles a la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Im-
puesto sobre el Patrimonio, que en su art. 10 establece los criterios para aquella valora-
ción, la cuestión debería haberse planteado en relación con ambos preceptos, pues una
eventual declaración de inconstitucionalidad del primero debería necesariamente llevar
a la inconstitucionalidad del segundo. En consecuencia, al no haberse suscitado la cues-
tión respecto de las dos indicadas normas, el Abogado del Estado considera que no se ha
producido una «correcta determinación de su objeto», lo que debe dar lugar a la inadmi-
sión de la cuestión de inconstitucionalidad. Frente a esta alegación el Tribunal Consti-
tucional indica que el objeto del presente proceso lo constituye única y exclusivamente
la forma de cuantificar el rendimiento imputado en el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas por el hecho de ser titular de un bien inmueble no arrendado. Por lo
tanto, es correcto el planteamiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco ya que, no debemos olvidar, que la capacidad
económica sometida a tributación en uno y otro impuesto son diferentes. 

Por su parte, el Fiscal General del Estado, alegó que no resultaba procedente el plan-
teamiento de la cuestión en relación con el art. 34 b) de la Norma Foral de Vizcaya
7/1991, de 7 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, porque,
la norma foral, no solamente carece de fuerza de ley, sino que, además, no es más que
una reproducción del art. 34 b) de la Ley estatal 18/1991, en virtud de la Ley del con-
cierto económico. Con relación a este tema, el Tribunal Constitucional precisa que si
bien la norma aplicada a la liquidación impugnada ha sido el art. 34 b) de la Norma fo-
ral 7/1991, lo cierto es que por imperativo del art. 7.6 de la Ley 12/1981, de 13 de mayo,
reguladora del concierto económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, aquel
precepto no hace otra cosa que reproducir el art. 34 b) de la Ley 18/1991, de 6 de junio,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, por lo que toda infracción constitu-
cional que pudiera imputarse al precepto foral, ha de incluirse asimismo en la norma es-
tatal respecto de la cual sí puede plantearse cuestión de inconstitucionalidad al tratarse
de una disposición con rango de ley. 

Tras sentar la doctrina señalada a raíz de alguna de las alegaciones planteadas, el
Tribunal Constitucional considera conveniente aclarar que, aun cuando el precepto
cuestionado –el art. 34 b) de la Ley 18/1991– haya perdido en la actualidad su vigencia,
no desaparece el objeto del presente proceso constitucional ya que en las cuestiones de
inconstitucionalidad subsiste el objeto del proceso pese a la derogación o modificación de
la norma cuestionada cuando ésta, tras su derogación o modificación, resulta aplicable
en el proceso a quo y de su validez depende la decisión a adoptar en el mismo.

Por lo que al fondo del asunto se refiere, el Tribunal recuerda que la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco centra la pre-
sente cuestión exclusivamente en la lesión del principio de igualdad tributaria (art. 31.1
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CE) que se produciría al atribuir el art. 34 b) de la Ley 18/1991 una renta de diferente
cuantía a contribuyentes que se encuentran en la misma situación. Al mismo tiempo, el
órgano judicial pone de manifiesto que el precepto cuestionado establece una «ficción»
de obtención de renta por los propietarios de inmuebles no arrendados. Sobre este pun-
to, el Tribunal Constitucional decide centrar su atención en la medida en que, de ser
cierta la existencia de una ficción, es evidente que el precepto cuestionado sería contra-
rio al principio constitucional de capacidad económica, dado que dicho principio quiebra
en aquellos supuestos en los que la capacidad económica gravada por el tributo sea no
ya potencial sino inexistente o ficticia. Al respecto, el Tribunal concluye que los rendi-
mientos de los inmuebles urbanos que contempla el precepto cuestionado integran la
manifestación de una capacidad económica que si bien no deriva de una renta real –no
hay un ingreso efectivamente producido– sí conecta con una renta potencial. En este
sentido el Tribunal Constitucional manifiesta que «cabe razonablemente entender que,
en la medida en que tales inmuebles son susceptibles de generar un rendimiento al que
«renuncia» su titular –el que podría obtenerse mediante su arrendamiento– estamos an-
te una «renta potencial» susceptible de ser sometida a imposición por el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas».

Aclarado el extremo anterior, el Tribunal procede al examen del art. 34 b) de la Ley
18/1991 desde la perspectiva del principio de igualdad tributaria. Así, en primer lugar,
consta que el término de comparación que se aporta por el órgano judicial para ilustrar
la desigualdad denunciada es homogéneo pero, pese a esta identidad, el diferente mo-
mento de adquisición da lugar a la imputación de «un rendimiento tributario distinto...
en función de una regla de valoración tributaria de inmuebles inicialmente concebida
para otro tributo diferente y a la que se accede por reenvío normativo», es decir «la ad-
quisición más o menos reciente de la vivienda» se erige en «factor decisivo de la imputa-
ción de un diferente rendimiento».

Una vez comprobado que los términos de comparación son homogéneos y constatada
la existencia de una diferente imputación de renta y, por consiguiente, una distinta con-
tribución a los gastos del Estado a quienes manifiestan idénticas capacidades económi-
cas, queda por concretar si la norma cuestionada posee una justificación objetiva y razo-
nable y, en el supuesto de que así sea, si la medida adoptada es proporcionada a la fina-
lidad perseguida.

De todo lo señalado hasta el momento permiten deducir al Tribunal que, aunque la ti-
tularidad de bienes inmuebles no arrendados exterioriza la existencia de una renta po-
tencial, lo que permite someterla a imposición en el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas, es evidente que la renta imputada necesariamente debe ser la misma an-
te bienes inmuebles idénticos (misma superficie, situación, valor catastral y valor de
mercado), careciendo de una justificación razonable la utilización de un diferente crite-
rio para la cuantificación de los rendimientos frente a iguales manifestaciones de capa-
cidad económica, pues fundamentar en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas la diferente imputación de renta a cada titular de bienes inmuebles no arrendados
en la circunstancia de que se haya o no producido un acto dispositivo por parte del titu-
lar o actuaciones administrativas dirigidas a su valoración, vulnera el principio de
igualdad tributaria previsto en el art. 31.1 CE, razón por la cual, debe declararse in-
constitucional el párrafo primero del art. 34 b) de la Ley 18/1991 en su versión original,
por vulneración del principio de igualdad en la contribución a las cargas públicas con-
forme a la capacidad económica de cada cual, recogido en el art. 31.1 CE.
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VI. Comentario crítico:

La sentencia objeto de comentario así como las alegaciones planteadas por el Aboga-
do del Estado o el Fiscal general del Estado o el voto particular formulado por dos de los
magistrados, presentan distintos aspectos que pueden ser analizados desde un punto de
vista crítico. 

En primer lugar, el Abogado del Estado plantea que una eventual declaración de in-
constitucionalidad del párrafo primero del art. 34 b) de la Ley 18/1991 del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas debería necesariamente llevar a la inconstituciona-
lidad del art. 10 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en la
medida en que el primero de los artículos se remite al segundo para la valoración de los
bienes inmuebles. Este planteamiento también encuentra eco en el voto particular for-
mulado. Sobre este punto coincidimos con lo indicado por el Tribunal Constitucional en
su sentencia, en la medida en que aún cuando el criterio de valoración sea el mismo en
ambos impuestos, sin embargo el objeto de valoración es distinto: en el IRPF el rendi-
miento derivado de la titularidad de un bien inmueble no arrendado y en el IP la titula-
ridad del bien.

En segundo lugar, un dato fundamental que es analizado por el Tribunal en la sen-
tencia, es el relativo a la calificación de los rendimientos de los inmuebles urbanos que
contempla el precepto cuestionado. 

Sobre este tema nos encontramos con distintas posiciones doctrinales: por un lado la
de aquellos que califican estas rentas como ficticias y, por otro, la de aquellos que las ca-
lifican como potenciales. La diferencia es realmente importante en la medida en que, tal
y como reconoce el Tribunal en esta y otras sentencias, el principio de capacidad econó-
mica quebraría en aquellos impuestos en los que la capacidad económica gravada por el
tributo sea no ya potencial, sino inexistente o ficticia. 

Al respecto, en la sentencia objeto de comentario, el Tribunal opta por calificar la ren-
ta como potencial ya que considera que la titularidad de bienes inmuebles no arrenda-
dos integra la manifestación de una capacidad económica que si bien no deriva de una
renta real –no hay un ingreso efectivamente producido– sí conecta con una renta poten-
cial. En concreto, el Tribunal Constitucional manifiesta que «cabe razonablemente en-
tender que, en la medida en que tales inmuebles son susceptibles de generar un rendi-
miento al que «renuncia» su titular –el que podría obtenerse mediante su arrendamien-
to– estamos ante una «renta potencial» susceptible de ser sometida a imposición por el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas».

Con relación a esta cuestión de calificación, nos gustaría destacar, especialmente por
lo que se refiere a los bienes inmuebles desocupados, que lo que realmente no ofrece nin-
gún género de dudas es que no nos encontramos ante una renta real o efectiva ni tam-
poco ante una renta disponible. En este sentido diversos autores han manifestado que
en las imputaciones de renta el sujeto no percibe ni dispone de renta efectiva ni, menos
aún, de renta disponible (Vid. DE LA PEÑA VELASCO, G.: «Los rendimientos del capital in-
mobiliario» en la obra colectiva Estudios del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas, Lex Nova, 2000, pág. 341. SÁNCHEZ PEDROCHE, J. A.: El nuevo Impuesto sobre la
Renta. Explicación de las normas vigentes, Comares, 2000, pág. 220). Aún cuando sobre
este asunto debemos valorar la amplia configuración del objeto de gravamen en el IRPF
realizada por el legislador en la actual normativa, en la medida en que ya no hace refe-
rencia a la renta disponible sino exclusivamente a la obtención de renta, pensamos que
en cualquier caso debe tratarse de una renta real y efectiva.
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Finalmente, la cuestión fundamental objeto de análisis en esta sentencia es la posible
vulneración del principio de igualdad previsto en el art. 31.1 CE. Al respecto el Tribunal
Constitucional, como hemos comprobado, considera que la renta imputada necesaria-
mente debe ser la misma ante bienes inmuebles idénticos, careciendo de una justifica-
ción razonable la utilización de un diferente criterio para la cuantificación de los rendi-
mientos frente a iguales manifestaciones de capacidad económica, todo ello le conduce a
afirmar que existe una vulneración del principio de igualdad tributaria previsto en el
art. 31.1 CE. 

Discrepamos de la conclusión alcanzada por el Tribunal Constitucional en torno a la
vulneración del principio de igual. Pensamos que no existe la homogeneidad necesaria
entre los términos de comparación para poder llevar a cabo un análisis de la norma des-
de el punto de vista del principio de igualdad. Esto es así en la medida en que el dife-
rente momento en el que se haya producido la adquisición o valoración de bienes in-
muebles iguales, puede perfectamente reflejar una capacidad económica diversa si tene-
mos en cuenta la importante y constante subida de precios que se viene produciendo en
el sector inmobiliario durante los últimos años. En la misma línea, los magistrados que
han formulado el voto particular señalan que no puede negarse que, ante dos inmuebles
de iguales condiciones objetivas adquiridos en distintas épocas y por diferente valor —
que es lo normal— la renta potencial de cada uno puede ser diferente y traslucirse así
en cada ejercicio económico si se toman en consideración los, a su vez, diferentes posi-
bles momentos de su inicio, por similitud con lo que ocurre con las rentas reales. En
cualquier caso, una actuación voluntaria del contribuyente que ha revelado mayor ca-
pacidad contributiva puede —y hasta debe— referirse en las posibilidades (esto es lo po-
tencial) de obtención de una renta susceptible de ser imputada al titular del bien que la
haya efectuado. Nada de inconstitucional hay en ello, ni nada que pueda entenderse
vulnerador del principio de capacidad económica, sino todo lo contrario.

En conclusión, no compartimos la decisión adoptada por el Tribunal en el sentido de
declarar inconstitucional el precepto analizado, como consecuencia su vulneración del
principio de igualdad en la contribución a las cargas públicas conforme a la capacidad
económica de cada cual recogido en el art. 31.1 CE. No obstante, pensamos que la titu-
laridad de bienes inmuebles no arrendados, en concreto cuando se traten de bienes in-
muebles desocupados, no deben someterse a imposición por el IRPF en la medida en que
no manifiestan, ni si quiera potencialmente, la existencia de renta alguna. Sólo la titu-
laridad de un bien inmueble que constituya la vivienda habitual del sujeto, exterioriza
la existencia de una renta pero, desde la Ley 40/1998, estos tipos de inmuebles quedan
excluidos de tributación por motivos de carácter extrafiscal. 

VII. Relevancia jurídica:

Nos encontramos ante una sentencia de una innegable relevancia jurídica en la me-
dida en que el criterio fijado en el artículo 34 b) de la Ley 18/1991 consistente en remi-
tirse a las normas de valoración del Impuesto sobre el Patrimonio, continúa vigente pa-
ra la cuantificación de las rentas potenciales de inmuebles carentes de valor catastral o
de inmuebles cuyo valor catastral no hubiera sido notificado al titular (art. 85.1, párra-
fo 3, de la Ley 35/2006, de 29 de noviembre del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio).
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